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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, seis de mayo de dos mil dieciséis 

Acta N° 0           de 6 de mayo  de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a decidir la Acción de Tutela presentada por el señor Eduardo Calle Alvis contra el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas Laborales de Pereira y el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de la misma ciudad.
ANTECEDENTES

Indica el señor Calle Alvis, a través de procurador judicial que el Instituto de Seguros Sociales lo pensionó por invalidez mediante resolución No 11732 del 27 de noviembre de 2000 y que posteriormente, a solicitud suya Colpensiones cambió dicha prestación por la pensión de vejez, en aplicación el régimen de transición, según se ve en el  acto administrativo No GNR 264924 de 2014.

Pese a lo expuesto, la solicitud de reconocimiento de incremento pensional por personas a cargo no fue reconocido por la entidad, motivo por el cual inicio demanda laboral para esos fines, correspondiéndole por reparto al Juzgado Segundo Laboral de Pequeñas Causas Laborales de Pereira, el que en sentencia de fecha 13 de agosto de 2015 negó tal beneficio al advertir que la pensión de vejez no había sido otorgada de manera directa, decisión que fue confirmada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira al conocer del grado jurisdiccional de consulta.

Refiere que acude a la vía constitucional en atención a que no cuenta con mecanismos ordinarios de defensa judicial para conjurar la afectación de sus derechos fundamentales a la Administración de Justicia y a la Seguridad Social, frente a los cuales solicita protección y como consecuencia de esta, que se ordene la modificación de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pequeñas Causas Laborales para que sea concedido el incremento pensional del 14% por personas.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación de los accionados, concediéndoles el término de dos (2) días para vincularse a la litis.

Dentro de término la parte accionada guardó silencio.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Incurrieron los Juzgados Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales y Segundo Laboral del Circuito de Pereira, al negar el incremento pensional por personas a cargo?
1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES.
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas  "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de Derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. 

Recientemente, la Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:
“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.
                                                       
3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.
2. INCREMENTOS PENSIONALES
Conforme lo establecido por el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma calenda, para que surjan a la vida jurídica dichos incrementos adicionales por él o la cónyuge, es necesario que: i. la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y, ii. Que el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.

Ahora bien, ha manifestado la Sala de Casación Laboral en sentencias de 27 de julio de 2005 radicación Nº 21.517, 5 de diciembre de 2007 radicación Nº 29.531 y agosto de 2010 radicación Nº 35.345, que el incremento pensional no fue derogado tácitamente con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y aplica en la actualidad incluso para las personas que accedan al derecho pensional con base en el Acuerdo 049 de 1990, así sea bajo los postulados del régimen de transición.
3. CASO CONCRETO.

Sostiene el actor que a pesar que la pensión de vejez le fue reconocida con base en el régimen de transición, tanto la juez de única instancia como su revisora en consulta, negaron el incremento pensional del 14% por personas  a cargo de que trata el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, lo cual desdice de la orientación del máximo órgano constitucional. 

En el caso bajo estudio, la viabilidad del trámite de tutela tiene las puertas abiertas pues se cumple con los requisitos generales citados con antelación, así: i) la estimación que hizo el actor de la afectación de sus derechos fundamentales, identificando plenamente los supuestos fácticos constitutivos de la violación que alega, ii) ningún recurso podía interponerse contra la decisión que confirmó la negativa a reconocer a su favor los incrementos pensionales, iii) las providencias reprochadas no fueron proferidas en el marco de una acción de tutela y, finalmente que iv) éstas fueron dictadas el 13 de agosto y 15 de diciembre de 2016, con lo que se estima cumplido también el principio de inmediatez, pues la presente acción fue iniciada el 22 de abril del año en curso, es decir en un término oportuno y razonable.

No obstante, desde ya debe decirse que ninguno de los requisitos específicos de procedibilidad tiene ocurrencia en el presente caso, pues no tienen el alcance pretendido por el actor las críticas que presenta como fundamento de su inconformidad con las decisiones, en la medida que ellas giran en torno al análisis jurídico efectuado por las funcionarias accionadas para decidir la existencia o inexistencia del derecho reclamado en la actuación ordinaria; análisis jurídico que no se percibe como una actuación arbitraria de las funcionarias ni mucho menos como representativa de una decisión manifiestamente contraria a nuestro ordenamiento jurídico.

En este sentido debe resaltarse, como se indicó atrás, que  al juez de tutela solo le es dable verificar si en la actuación judicial que se reprocha se evidencia la vulneración de los derechos fundamentales que le asisten a las partes en conflicto, sin que sea posible que ejerza el control del proceso ni de la decisión como juez ordinario, desatando un instancia adicional. Y precisamente, en cumplimiento de esa labor, en este específico caso, luego de analizada la actuación cuestionada, la Sala concluye que no se percibe irregularidad en el proceder de las juzgadoras, amén que en el trámite procesal y en el análisis jurídico y probatorio, no se observa actuación arbitraria o proceder que constituya vía de hecho por haber negado el incremento pensional por personas a cargo, como pasa a explicarse.

En efecto, las personas a quienes le fue otorgada la pensión de vejez en virtud al régimen de transición, tienen derecho a que les sea reconocidos los incrementos pensionales por personas a cargo, contemplados en el artículo 049 de 1990, pues así lo ha adoctrinado la Sala de Casación Laboral; sin embargo, en el presente caso debe partirse de la base de que hubo la concesión inicial de una pensión de invalidez bajo las reglas de las leyes 100 de 1993 y 860 de 2003 que posteriormente, por el cumplimiento de la edad mutó en vejez.

Entonces en ese contexto, ningún reparo merece la decisión proferida por la juez de única instancia, la cual fue confirmada al decidirse el grado jurisdiccional de consulta, toda vez que es evidente que esa pensión de invalidez fue concedida bajo el marco normativo de la Ley 860 de 2003 –Resolución No GNR 264924- y que la conversión a la pensión de vejez que de ella hizo Colpensiones, lo fue en aplicación del artículo 31 de la Ley 100 de 1993,  con el fin de acudir al artículo 10 del Acuerdo 049 de 1990, en procura de llenar el vacío normativo del actual régimen pensional, ya que la Ley de Seguridad Social en materia de invalidez no consagró dicha mutación, que favorece los intereses del pensionado al consolidar la prestación con carácter de vitalicia.

Ahora, es del caso precisar que a pesar que Colpensiones reconoció la calidad de beneficiario del régimen de transición del actor, según el acto administrativo que convirtió la pensión de invalidez en la de vejez –fls 9 a 10 vto-, la verdad es que dicha pensión de vejez no la otorgó porque el actor haya reunido los requisitos previstos en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, sino porque el artículo 10  de esa misma normatividad, contempla la mutación a efectos de favorecer al pensionado evitándole las revisiones periódicas de su estado de invalidez y por ende entregándole, como ya se dijo, el derecho pensional de manera vitalicia.

Lo dicho permite asegurar que la decisión de los Juzgados accionados respecto a la decisión adoptada en el proceso ordinario laboral de única instancia promovido por el señor Eduardo Calle Alvis en contra de Colpensiones, no fue violatoria del debido proceso o el derecho de defensa, ni en ella se incurrió en vías de hecho, pues no se manifiesta infundada, ni se perciben desaciertos ostensibles o contrarios al ordenamiento jurídico. En síntesis, la decisión no puede calificarse como arbitraria, abusiva o caprichosa; por el contrario, evidencia el respeto por los derechos procesales que le asisten a las partes, la adecuada valoración de los medios probatorios que ellas pusieron a su alcance y un análisis jurídico juicioso de las normas que regulan en caso.
Finalmente, es preciso llamar la atención de la accionante en el sentido de que no es la tutela un mecanismo previsto para propiciar una segunda instancia –incluso en este caso una tercera- cuando el litigante queda inconforme con la solución definitiva otorgada por la jurisdicción.
Deben ser cuidadosas las partes y sobre todo sus apoderados cuando proponen acciones de tutela contra las providencias judiciales, pues un ejercicio que carezca de fundamentos reales, puede dar lugar, no solo a desvirtuar las bondades de tal mecanismo de protección ciudadana, sino también a congestionar los despachos judiciales. 

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la protección constitucional solicitada por el señor EDUARDO CALLE ALVIS.
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ANA LUCIA CAICEDO CALDERON
                                                                            Magistrada 
                                                                             Salva Voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
Providencia: 


Sentencia de tutela del    de mayo de 2016

Radicación No.:            
            66001-22-05-000-2016-00102-00

Proceso:           

            Acción de Tutela

Accionante:    

            Eduardo Calle Alvis   

Accionado:     

            Juzgado Segundo Laboral del Circuito y Otro

Magistrado Ponente:

Dr. Julio César Salazar Muñoz

SALVAMENTO DE VOTO:
Dra. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Tema: 
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Con mi acostumbrado respeto, me aparto de la decisión mayoritaria de negar la protección solicitada por el accionante, bajo el argumento de que le asiste razón a los juzgados accionados al negar el incremento pensional por no estar disciplinada la prestación bajo el acuerdo 049 de 1990. Como quiera que mi proyecto fue derrotado, expongo a continuación lo que dije en esa oportunidad y no fue acogido por la Sala mayoritaria así:

Una vez encontrados satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra las sentencias proferidas el 13 de agosto y 15 de diciembre de 2015 por los Juzgados Segundo de Pequeñas Causas Laborales y Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad, respectivamente, es menester análisis si en los fallos censurados se incurrió en al menos uno de los vicios o defectos establecidos por la Corte Constitucional.

Para ese efecto, debe decirse que de acuerdo a la Corte Suprema de Justicia el incremento pensional consagrado en el artículo 21 del acuerdo 049 de 1990 se aplica a aquellos personas que obtuvieron su derecho pensional directamente en vigencia de la normatividad anterior o en virtud del régimen de transición, por lo que a la hora de resolver este tipo de peticiones, lo primero que debe comprobarse es la norma que dio lugar al reconocimiento de la pensión de vejez, y no limitarse a negar la prestación bajo el argumento de que dicho incremento se encuentra derogado, como en su momento lo hiciera Colpensiones, pues tal postura ha sido reiteradamente rebatida por la jurisprudencia nacional y local.

De esta manera, si bien el actor en un primer momento fue pensionado por invalidez al cumplir con los requisitos de la ley 100 de 1993, con las modificaciones de la ley 860 de 2003, tal como se desprende de la resolución 011732 de 2008, lo cierto es que mediante la resolución GNR 264924 del 22 de julio de 2014 le fue convertida su prestación a una pensión de vejez, disciplinada por el Acuerdo 049 de 1990 en virtud del régimen de transición, razón por la cual tiene derecho a todos los beneficios que otorga el Acuerdo 049 como los incrementos pensionales. 

Refuerza esta tesis el alcance otorgado jurisprudencialmente en cuya virtud basta que el reconocimiento de la pensión de vejez se haga bajo el decreto 758 de 1990, para que nazca para el pensionado la posibilidad de acceder al incremento pensional, siempre y cuando demuestre que la o el cónyuge no tiene pensión propia y depende económicamente de la o el pensionado. Una interpretación restrictiva de la norma, como en su momento la hicieron los Juzgados accionados, y ahora es respaldada por la Sala Mayoritaria, atenta contra el principio de favorabilidad que tanto se ha recalcado en materia laboral y constitucional, por lo que se incurrió en un defecto material por indebida interpretación de la norma.

En consecuencia, debió acogerse las pretensiones del actor y ordenar al Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales que emita una nueva sentencia en que la resuelva de fondo el problema jurídico planteado, esto es, si con fundamento en el estudio de las pruebas legal y oportunamente allegadas al proceso, le asiste derecho al actor a percibir el incremento pensional por acreditar la convivencia y dependencia económica de su pareja.

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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